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mencionadas concretamente unas (como es por razón del sexo
en el articulo 35. y con ella otru en el articulo 14), Y aludidas
otras en la genérica fórmula con la que se cierra el articulo 14.
son susceptibles de generar situaciones de discriminación. Ten­
dremos que considerar si la edad es. una de las circunstancias
subsumibles en la fórmula genérioa, a lo que. por lo demás
el legislador ha dado una respuesta positiva en el· articulo 17
del Estatuto de los Trabajadores, y de inmediato si la utiliza-.
ción del factor de la edad como. criterio dlferenciador de tra­
tamiento del contenido retributivo de la relacióñ laboral es de
los proscriptos ·.desde los postulados cpnstltucionales.

Diez.-EI que el articulo 35.1 de la CE, dentro de una sec­
ción situada fuera del marco de los derechos dotados de la
protección constitucional de amparo, no especifique, a la hora
de proclamar el derecho a una remuneración suficiente, más
que la discriminación· por razón de sexo, no debe llevarnos a
la idea de que en el campo particular de las relaciones labo·
rales la fórmula del articulo 14 de la CE sufre una tan rotunda
reducción. Esto no as 891,. tanto respecto a los criterios concre­
tamente definidos en el precepto constitucional que acabamos
de citar como en orden a los susceptibles de inclusión en la
fórmula genérica con la que se cierra el precepto cu.ando dice

.que la discriminación queda también vedada respecto de .cual­
quier otra condición o circunstancia personal o socia)., El
parecer de este Tribunal en lo que hace relación al contenido
de la fórmula del 'artlculo 14 ya se ha manifestado en otras
ocasiones y, por lo que dice a la edad desde una cOAsideración
general, ya dijimos en la sentencia 75/1983, de 3 de agosto
(publicada en el .Boletln Oficial del Estado. del 18 del mismo
m...l que .la edad no es d~ las circunstancias enunciadas nor·
mativam.ente en el articulo 14, pero no ha de verse aquí una
intención tipiflcadora cerrada que excluya cualquiera otra de
las precisadas en el texto legal, pues en la fórmula del in­
dicado precepto se aluóe a cualquier otra condición o circuns­
tancia personal o social, caricte~ de circunstancia personal que
debe predicarse de la edad•. El que la categoría de los menores
reclame en el mundo laboral una acción públlca dirigida a la
protección con modulaciones de un principio absoluto de igual·
dad, o el que el principio de igualdad de retribuciones esté
presente en el articulo 35.1 desde la perspectiva de los traba­
jadores de uno u otro sexo, no debe llevar a negar ororección
constitucional a la categoría de los trabajadores menores, des­
de la afirmación de la discriminación impedida por el mandato
constitucional contenido en el articulo 14. La conciusión aquí
desde lo que antes declamas de que el principio de igualdad
de remuneraciones implica la eliminación, en el conjunto de
los. faleores y condiciones retributivas, para un mismo trabajo,
o para un trabajo al que se atribuye igual valor, de cualquíer
discriminación, es que el trabajador tiene derecho, a igualdad
de trabajo, igualdad de salario, no pudiendo operar, partiendo
de esta igualdad, la edad como circunstancia diferenciadora.
Este principio explicito en el articulo 35.1- de la CE, para el
trabajo de la mujer, y traducido en el precepto que se contiene
en el articulo 28 del Estatuto de los Trabajadores bajo la rúo
brica de .igualdad salarial., es extensible al caso de edad, desde
las consideraciones que preceden, para negar que pueda justi·
flcarse entre trabajadores que realicen un trabajo igual diferen­
cias de tratamiento retributivo. El que se aduzcan argumenta­
ciones como la de que es presumible un rendimiento más bajo
del trabajador menor, o que una situación de menos necesida­
des justifica un menor salario, o que un nivel salarial más
bajo facilita el empleo, no son razones para hacer quebrar la
regla ·de que. a trabajo igual, igual salario.

Once.-La institución del salario minimo- constituye una in·
tervenci6n coactiva en las relaciones de trabajo, que encuentra
su justificación en la protecclón de un interés que se .estima
digno y necesitado de la atención del Estado, según los princi·
pios constitucionales a los que antes nos referimos rfdo. no­
venal. La libertad contractual encuentra en este mínimo sala-
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcla Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doila Glo­
ria Segué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Co~al, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de amparo número 135/1983, formulado por el
Procurador don. Rafael Ortiz de Solórzano y Arbex, en repee­
sentación de don Felipe Solls Pérez, bajo la dirección del Le­
trado don Daniel Alvarez Pastor, contra el auto de procesamien­
to y prisión de 10 de diciembre de 1982, dictado contra el actor
por el Juzgado Central de Instrucción número 3, en el sumario
4/1982, dimanante de diligencias ¡>revias 127/1982, el cual fue con­
fIrmado por auto de 30 de diciembre de 1982 del mismo JU7<­
gado, al denegar la reforma, y por auto de la Audiencia Na·
cional, Sección Primera de lo Penal, de 16 de febrero de 1983,

rial una limitación, mas no debe entenderse que respetando
estos mínimos con abstracción de toda otra consideración se
opera libremente, o que la aplicación de la normativa contenida
en el Real Decreto que lo establece no he. de tomar otro pari­
metro que el del escalonamiento por edades. Por el contrario,
desde una y otra perspectiva, ha de actuar la igualdad, exclu­
yente de toda discriminación vedada por el articulo 14 de la CE,
tomando en consideración el principio comúnmente expresado
mediante la fórmula de .a trabajo Igual. salario igual., Una
aplicación del sistema del salario mínimo interprofesional con
reducciones para los trabajadores de diecisiete años y hasta
diecisiete años prescindiendo del indicado principio, en cuanto
se fundaría en la utilización de la .edad. sin más razones
como criterio de diferenciaciones salariales, estaría en contra·
dicción COD el mandato constitucional prohibitivo de la diseri·
minaci6n por razón de una ciFcunstancia que ha de tenerse por
incluida en la formulación genérica con la que.se cierra el
articulo 14 de la CE Cuando este factor de un mismo trabajo
o de un trabajo al que se atribuye igual valor falta, el prin­
cipio de igua.ldad de remuneraciones excluyente de discrimina­
ción subsumible en el indicado precepto constitucional no puede
decirse que se quebrante. En este sentid·o se orienta la justi­
ficación que al Real Decreto en cjlestión -y, en general, " la
estratificación de salarios por edad que este Real Decreto y los
anteriores y posteriores recogen- asisna la documentación am­
plia que ha facilitado el Gobierno, y a este respecto son de no­
tar las consideraciones que se hacen acerca de la relación del
factor de edad con ciertas modalidades de contratación o con
categorias profesionales definidas en función de la edad del
trabajador, o las que se sustentan sobre la misma experiencia
de la negociación colectiva; consideraciones todas ellas que si
bien no abonan la quiebra de la regla de .la igualdad salarial
en los términos que venimos exponiendo. sí refuerzan la tesis
de la conformidad constitucional de los Reales Decretos de sa­
lario mínimo interprofesional en la inteligencia de que las re­
ducciones salariales no se aplican cuando los trabajadores je>­
venes realizan un trabajo que comporta una experiencia y un
esfuerzo y, en deflnitlva, un trabajo de igual valor al que rea­
lizan trabajadores de más edad. Finalmente, resulta importante
notar que los criterios de fijación del salario minimo interpro-.
fesional por razón, con correcciones, en ocasiones de la edad.
y con una diversidad .de escalas, e.stablecidos en unos paises
por disposiicones estatales y pactados con mayor o menor ex­
tensión sectorial, en otros, son la tónica general en los paises
próximos integrados en la Comunidad Económica Europea en
los que en sus lineas principales se adopta un modelo de rela­
ciones econóinico-sociales afín- al acogido ep. nuestro Ordena­
miento. Con las precisiones que se hacen en este fundamento
y en el que le precede, e interpretado y aplicado en estos tér­
minos el Real Decreto impugnado no vulnera el precepto cons­
titucional invocado para sustentar el amparo promovido por
la UGT. .

FALLO,

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
PORoLA AUTOIlTDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUClON

DE LA NAC10N ESPAÑ'OLA

Ha decidido,
4

Denegar- el recurso de amparo interpuetso por la Unión Ge­
neral de Trabajadores.

Publlquese esta sentencia en el .Boletln Oficial del Estado·.

Dada en Madrid a 7 de marzo de 1984.-Jer6nimo Arozamena
Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Firmados y rubri­
cados.

al desestimar el recurso de apelación. En el recurso han com­
parecido don Domingo Solls Ruiz y don Ramón Cruz Tuflón,
representados por el Procurador don Rafael Ortlz de Solórzano
y Arbex, bajo la dirección del Letrado don José Maria ~tampa
Braun.!. el Miinsterio Fiscal, y ha sido ponente el MagIstrado
don Ra ael GÓmez·Ferrer Morant, quien expresa el parecer de
la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. En. 4 de marzo de 1983, el Procurador don Rafael Ortiz
de Solórzano y Arbex, en representación de don Felipe SolÚl
Pérez, formula recurso de amparo contra el auto de procesa­
miento y prisión de 10 de diciembre de 1982, dictado contra el .
actor por el Juzgado Central de Instrucción nÍlmero 3, en el
sumarlo 4/1982, dimanante· de las diligencias previas 127/1982
el cual fue confirmado por auto de 30 de diciembre de 1982, de!
mismo Juzgado, al denegar la reforma y por auto de la Au­
diencia Nacional, Sección Primera, de la Sala de lo Penal. de
16 de febrero de 1983, al desestimar el recurso de apelación, En
la demanda se suplica que se dicte sentencia por la qUe se
acuerde:

al Preservar el derecho a la libertad (articulo 17.1 de la
Constituciónl, y el 'derecho a lis legalidad penal (articulo 25.1
de la Constitución) del act<;>r, ordenando ,,1 Juzgado Central
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de Instrucción número I , a la Sala de lo Penal de _la Audien­
Qia Nacional se abstengan de adoptar cualquier medida que,
directa o lDdlrectamente y en forma provisional o defImtIva.
derive de la aplicación de los' artículos 6.' , 7.' de la Ley 401
1979, de 10 de diciembre. lIObre Régimen Jurldico de Control de
Cambios. por estar viciados de inconstitucionalidad.

b) Restablecer al actor en la Integridad de su derecho a la
libertad personal reconocido en el articulo 17 de la Constitu­
ción; ordenando. en conoecuencla. su puesta en libertad, y de­
\ermlnando quede sin efecto el auto de proOO6amiento y prl­
elón de 10 de diciembre de 1982.

Por otrosl solicita la suspensión de la ejecuciÓn del auto im­
pugnado.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

al En 18 de octubre de 1982, el Juzgado Centrel de Instruc­
ción número 3" de Madrid dictó auto de encartamie'fito y priSIón
contra ei. actor por supuestos delitos monetarios, previstos en
el articulo 6.° de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre. sobre
Régimen Jurldico de Control de Cambios, y sancionados en
articulo 7.0. apartado 1, 1.0 Y 3_°, de dicha Ley En la par­
te dispositiva se decretó la prisión proVisional comunicada y
sin fianza del solicitante del amparo, exigiéndosele una fianza
de 2.710 millones de pesetas para asegurar las responsabilidades
pecuniarias.

El propio Juzgado desestimó el recurso de reforma formu­
lado contra el auto anterior y acordó no admitir a U'ámJte el
recurso de apelación subsidiariamente interpuesto, por lo que
la parte actora presentó recurso -de queja ante la Audiencia Na­
cional. La demanda upresaque se alegó formalmente en el
recurso de reforma la inconstltuclonalidad del auto de 18 de
octubre de 1982 por aplicar los articulas 8 y 7 de la Ley 401
1979, que se estimaban viciados de inconstltuclonalidad al im­
poner una Ley ordinaria penas privativas de libertad, alega­
ción que se reiteró en el recurso de queja.

bl En 15 de noviembre de 1982. el Juzgado Central de Ins­
tru~clón número 3 acordó convertir en sumarlo las diligencias
previas 127/1982, dictando el -lO de diciembre de 1982 autO de
procesamiento y prisión -ilomunicada e incondlcional- en el
sumarlo 4/1982. En dicho auto, el Juzgado reduoe la cuantia del
primer delito monetario de 1.500 mlllones de pesetas a cuantia
indeterminada superior a dos millones de pesetas, y, por otra
parte. entiende pueden existir delitos de fa.sedad conexo con los
delitos monetarios; la cuantia de la fianza para asegurar las res­
ponsabllldades pecuniarias que fueran procedentes se fila en
1.275 millones.

La parte actora ÍJlterpuso contra el auto anterior recurso de
reforma y subsidiario de apelación, en el que se denunció la
vulneración de los articulas 81 y 17 de la Constitución. En 30
de diciembre de 1982, el Juzgado Central dictó auto por el que
acordó no haber lugar a la reforma y admitir a tré.mlte y en
un solo efecto el recurso de apelación, teniendo, ademAs, por
denunciada la inconstltuclonalidad a efectos del recurso de
amparo.

c) Tramitado ante la Audiencia Nacional el recurso de ape­
lación. el-solicitante del amparo denunció. asimismo, en el tr~­
mite de alegaciones la inconstltuclonalidad del auto de proce­
samiento y prisión, denuncia que fue ratificada en la vista
oral. En 18 de febrero de 1983. la Sección Primera de lo Penal.
de mencionada Audiencia. dictó auto -notificado el día 23 si­
guiente- por el que declaró no haber lugar al recurso.

3. Los fundamentos juridicos de la demanda son los sI­
guientes,

al El auto de procesamiento y prisión, de 10 de diciembre
de 1982, supone, a juicio del recurrente, la vulneración del prin­
cipio de lega.lidad vigente en el ámbito juridico-penal. recono­
cido en el artIculo 25.1 de la Constitución, principio que ha
de ser entendido conjugando lo establecido en los articulas 25.1
y 81 de la misma, lo que conduce a la conclusión de que la ex­
presión .Iegislación vigente. del primero de los preceptos ha
de entenderse como ..Ley orgánica-, cuando se trate del desarro­
llo de los derechos fundamentales y libertades públicas. La pe­
na supone siempre la más importante de las limitaciones al
derecho de libertad de obrar reconocido en el articulo 17 de la
Constitución, lo que explica que la misma haya Impuesto la
reserva absoluta de Ley orgánica en el Derecho Penal.

Por otra parte. la demanda se refiere a que toda Ley penal
ha de ser aplicade mediante las reglas prooesales establecidas
en -la Ley de Enjuiciamiento Criminal, claramente limitativas
de derechos y libertades. En este sentido, la representeción
del actor pone de manifiesto la limitación que padece el soli­
citante del amparo, en orden a SU libertad provisional, el em­
bargo .de la totalidad de su patrimonio y la merma que en
cuanto a su propio honor ha supuesto la publicación en los
medios de comunicación social de unos hechos interpretedos
muchas veces de forma no bien intencionada.

Asimismo señala -i:Qn especial referencia a la Ley de Con­
trabando.- que, a partir de la vigencia de la Constitución, to­
das las Leyes Penales que han sido aprobadas por las Cortes
ban tenido rango de Leyes orgánicas, con la única excepción
de la Ley de Control de Cambios. que hubo de ser aprobada.
necesariamente, como Ley orgánica. en 10 reft--rente a su parte
penal. El no haberlo hecho as! es prueba de su inconstitucio­
nalldad.

bl En segundo término, la demanda considera que el auto
Impugnado viola el derecho a la libertad personal, reconocido
en el artIculo 17.1 de la Constitución. Después de referirse al
contenido de este precepto, señala que la Constitución. en el
articulo 81, ha establecido unas g.arantías generales para todos
los derechos fundamentales y libertades públieas al establecer
una reserva de Ley orgánica para los reJativos al desarrollo
de tales libertades y derechos. Al no haberse observado esta
reserva en los artlculos 8 y 7 de la Ley de Control de Cambios,
que tipifican los denominados delitos monetarios y las penas
que les son aplicables. su Inconstltucionalldad no deja lugar a
dudas. siempre a juicio de la representación del actor. la cual
estima que mal puede ordeIl&l'8B la prisión provisional cuan­
do aparece con claridad meridiana que los supuestos hechos
que Se le Imputan no se encuentren válidamente tipificados
como delitos. &

cl Por último, la demanda indica que al ser el acto Impug­
nado una resoluciÓn judicial en el cual el órgano ha aplicado
la legislación formal, resulta imprescindible atacar la Incons­
tltucionalidad de la norma aplicada, posibilidad admitida por
la sentencia del Tribunal de 18 de diciembre de 1981.

4. Por providencia de 13 de abril de 1984. la Sección acordo
admitir la demanda y requerir al Juzgado Central de instruc­
ción número 3y a la Sala de lo Penal de la Alldiencia NacIo­
nal -Sección Prlmera-, a fin de que remitieran las corres­
pondientes actuaciones, con emplazamiento de quienes fueran
parte, a exoepclón del recurrente. Asimismo se acordó formar
pieza separada para la sustanciación del incidente de sus~

pensión.
5. En 6 de mayo de 1983, el Procurador don Rafael Ortiz

de Solórzano y Arbex comparece, en nombre de don Domingo
Solis Huiz y don Ramón Cruz Tulión, en Virtud de emplaza­
miento realizado por la Sección PrImera de la Audiencia Nacio­
nal; suplica se le tenga por comparecido en la representación
que ostenta y se entiendan con el mismo las sucesivas dili­
gencias.

6. Por providencia de 11 de mayo de 1983, la Sección acor­
dó tener por recibIdas las actuaciones, y por personado y parte
al Procurador señor Ortiz de Solórzano, en representación de
don Domingo Solls y don Ramón Cruz Tuñón. Asimismo se
acordó dar vista de las actuaciones. ¡lOr plazo común de veinte
dlas para alegaciones, al Ministerio Fiscal y al Procurador se­
ñor Ortiz de Solórzano en las representaciones que ostenta.

7. El Fiscal entiende que prooede dictar sentencia acordan­
do no otorgar el amparo sobre la base de las alegaciones si­
guientes:

al El recurso ha quedado en parte privado de contenido
al haber sido acordada la libertad proVisional del recurrente.
reformándose en este particular el auto de Drocesamiento que
es objeto de impugnación, durante la tramitación del prooeso
de amparo; no obstante. conserva el resto de su contenido por
lo que se refiere al procesamiento de quien demanda el am­
paro.

b} El probléma no resiqe en la existencia de la reserva de
ley en materia penal. sino en la existencia o no de la reserva
de Ley org~nica para dicha materia. Situado el tema en tales
coordenadas, la primera clave para su solución debe ser bus­
cada en la funcionalidad con que aparece caracterizada la Ley
orgánica que, a juicio del' Ministerio Fiscal, ea su dimensión
de desarrollo de la ConstituciÓn y. por lo que hace referen­
cia a los derechos fundamentales l' libertades públicas. su Ins­
trumentación defensiva frente a ~·posib:es -desarrollos. que
podrían desnaturalizar tales derechos 'J ~ibertades.

el La significación del _desarrollo_ de los derechos funda­
mentales y libertades públicas ha de interpretarse en el sen·
tido de que deberia ser Ley org~nlca la qUe desarrollase los
derechos y ilbertades completando su regulación constitucio­
nal; es decir, aquella cuya finalidad más o menos explicita
fuese el desarrollo de la Constitución y no la mera regulación
del ejercicio de un derecho. O bien -imponiendo un leve ses­
go- la que estructurase y organizase en sus lineas bAslcas el
ejercicio por la ,generalidad de los ciudadanos de los derechos
fundamentales y libertades públicas. Y, en todo caso. habrla
de llegarse seguramente a la conclusión de que el 'mblto de
los 'derechos y libertades. especialmente protegidos. no llene
por qué estar cubierto. en exclusiva. por las Leyes org~nlcas;
puede estarlo también por las Leyes ordinarias, sin que éstas
se vean afectadas por la tacha de inconstilUcionalldad formal.

d} A continuación el Minif;t"'rio Fisca" entra e11 el examen
del fondo de la cuestión nlanteada. comenzando por el dere­
cho de libertad reconocido en-el articulo 17.1 de la Constitu­
ción. Entiende que los artfculos 6 y 7 de la Ley de Régimen
Jurldlco del Control de Cambios, o cualquier otra norma pe­
nal. no puede ser considerada oomo una Ley' de desarrollo de
la libertad de obrar pues si toda norma que prohibiese .0 im­
oerase una conduct& hubiere de ser considerada de .desarro­
110_ d~ la libertad. porque la acota. la aDlic.b;Hdad de la lev
orJlánica sería tan desmesurada que la excepcione.lidad se ve­
ría convertida en regla general, lo que sería absurdo, a su
luicio.

Centrando, pues, la reflexión no en el elemento de. :JT?hi­
bisión, sino en el de sanción, que consiste en J)€'nas privatIvas
de libertad, sostiene que la norma que conmina a los presun­
tos autores de un delito con un cierto período de encarcel~­
miento o. lo que es Igual, de privación de .libertad. no consll-
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tuye un auténtico desarrollo del derecho a la libertad de obrar
. y de movimiento, pues ni en el sentido gramatical de la pa­

labra desarrollar, ni en el técnlco-jurldlco, ya expuesto. puede
encontrarse fAcllmente fundamento para asignar a las normas
que constituyen penas privativas de libertad la cualidad de
normas ·de desarrollo de libertad.. .

el Fimnmente, el Ministerio Fiscal estima que no debe con­
cederse mayor fuerza al argumento de que toda Lev pena 1 ha
de ser aprobada como orgAnica, en cuanto necesariamente su·
pone desarrollo del principió y del derecho a la legalidad. Cuan·
do se hace dicha afirmación acaso no se cae en la cuenta de
que hay derechos constitucionales susceptibles de desarrollo
-porque precisan ser completado&-, y loe hay que no lo son
porque su desarrollo se agota en su mIsma formulación. El
derecho a la legalidad no admite, en rigor, desarrollo. pues
por su claridad no requiere un cuadro de limites y condicio­
namientos, sino meramente respeto. Por lo que, en consecuen­
cia, no hay razón de suf1clente peso para deCir que la Cons·
titución ha creado para al Derecho Penal una reserva de Ley
orgánica.

8. La representación del actor formula escrito de alegacio­
nes por el que suplica se· acceda al amparo solicitado, dando
por reproducidos los fundamentos juridicos de la demanda, que
complementa en la forma siguiente,

al El concepto de desarrollo hay que entenderle no sólo en
el sentido de establecer los cauces a través de los cuales van
a ejercitarse los derechos fundamentales y libertades públi­
cas, sino también como conjunto de medidas que los poderes
públicos pueden establecer para limitar el ejercicio de esos de­
rechos fundamentales. siendo unánime la doctrina que exige
Ley orgAnice para la imposición de penas de privación de li­
bertad (artlculos 81 y 17 de la Constitución),

bl Aunque en el articulo 7 de la Ley 4011979 se hubieran
previsto, única y exclusivamente, las penas de· multa para las
conductas tipificadas en el articuio 6.', ambos preceptos afec­
tarían a derechos fundamentales, y ello porque las multas pe­
nales, a diferencia de las administrativas, llevan aparejadas
el arreeto sustítutorio en caso de impa¡¡o, conforme dispone
el articulo gl del Código Penal; para superar este obstAculo
podrla mantenerse que la lnconstitucionalidad se da únicamen­
te respecto al arresto sustitutorlo; quedando, en consecuencla.
las penas previstas en el articulo 7.0 de la Ley 4O/197~. redu­
cidas, (¡nIca y exclusivamente, a sanciones pecunIarias, de for­
ma similar a lo que sucedió con la Ley de Contrabando, de 16
de julio de 1964, por aplicación del articulo 25.3 de la Consti­
tución.

cl El segundo derecho fundamental que exige el rango de
Ley orgánica a los articulos 6. 0 y 7.· de la LeV 40/1979, es el
derecho a la legalidad penal, que viene recogido en el articu­
lo 25, en relación con el 81 de la ConstitucIón, teSis en cuyo
apoyo aporta dIversas citas doctrinales. •

dl Los artículos 6.0 y 7.0 de la Ley 40/1979 no tienen el
rango de Ley orgánica. por lo que, de acuerdo con las consi­
deraciones anteriores, son Inconstitucionales; después de re­
ferirse al lter legislativo de dicha Ley, la parta actora indica
que el hecho de que el proyecto de Ley fuera anterior a la vi­
gencia de 1& Constitución, y el tratar de una materia no
exclusivamente penal. pueden ser las únicas razones que justi­
fiquen el inexplicable hecho ·de que .unos artlculos que tipifican
delitos e Imponen penas privativas de· libertad hasta el pre­
sidIo mayor hayan sido aprobadas por una Ley ordinaria y ade­
más aprobadas en Comisión legislativa Permanente de Comer­
cio y Turismo. lo que supone una conculcación total, no sólo
del articulo 81. sino también del 75 de la Constitución, dado
que no se puede delegar en las Comisiones Legielatlvas la apro­
baci6n de proyectos O pronosicionl2!S de ley relativo,;; q mate­
rias orgAnlcas. La conclusión de la Inconstituclonalldad se apo­
ya también en el articulo 28 de la LOTC, al establecer que el
Tribunal podrá declarar la inconstltucionalldad de una Ley
que no haya sido aprobada con el carácter de orgánica, en el
caso de que hubiera regulado materias reservadas a la Ley
orgánica.

e) La inconstitucionalidad de los articulas' 6. 0 y 7.° de la
Ley 40/1979 conlleva la despenallzación de las conductas que
el aU to de procesamiento y prisión imputa al actor, siendo vA­
lida y eficaz el resto de la Ley. no afectada por la reserva de
Ley orgAn1ca. siendo eficaz la disposiclón derogatoria primera
de la Ley 40/1979. ya que al ser la Ley de Delitos Monetarios
una norma 1?recoDstituciona) no requiere que su derogación
se haga por Ley orgAnlca. En consecuencia, las conductas pro-.
vistas en el articuló 6.0 de la Ley 40/1979 no pueden tener la
consideración de tipos penal... por falta de cobertura legal su­
ficiente; ya que, por una parta, la Ley de 24 de noviembre de
1983 estaba derogada expresamente y por otra parte los ar­
tlculos 6,· y 7.· de la mencionada 'Ley son Inconstitucionales.
Los autos impugnados son InCOllJlUtuclonales, y, por ende, nu­
los de pleno derecho, va que la inconstltucionalldad de las
Leyes posteriores a la Constitución oonJleva .. la sanción dflJ nu­
IIdad con InefIcacia orlglnari... según tiene senalado el TrI­
bunal en la sentencia 14/1981, de 29 de abril.

fl Después de efectuar diversas consideraciones acerca de
que la vIgencia de la Ley de 24 de noviembre de 1983 es Incom­
patible con el sistema espaftol de control de cambios dIetado
con posterioridad a la Ley 40/1979, Y de que la mencionad" Ley
de 1983 es. ademAs, Inconstitucional por violar de'rechos de la
persona reconocldos en la Constitución, la representación del aC-

tor concluye que procede declarar la Dulldad de loa autos im­
pugnados pera preliervar y restablecer al sollcitanlill del amo
paro en la Integridad de sus derechos fundamentales violados,
En este sentido, indica que la despenal1zaclón de los delitos
monetarios supone la nulidad del auto deprocesarniento y pri­
sión, recurrido en amparo, no sólo respecto a los supuestos
imputados al solicitante de amparo por aplicación de los ar­
tlculos 6.' Y 7.. ' de la Ley 4011979, sino también respecto· & los
supuestos previstos en los artículos 302' y 303 del Código Penal.
y ello porque el Juzgado Central de Inetrucclón que dIctó el
auto de procesamiento carece de competencia pOlra la aplica­
ción de los preceptos del Código Penal antes citado, de acuer­
do con el Decreto-ley 1/1977, pues la única razón que consta
en el auto resolutorio del recurso de reforma fue la oosible
conexidad de los delitos de falsedad, con posibles delitos mo­
netarios, argumento que cae por su proplll base si los delitos
munetarios están despenalizados, debiendo hacerse notar que
en el recurso de reforma se denunció la violación del artIcu­
lo 24.2 de la Constitución, que suponla el mantenimiento de
ésta competencia, en cuanto al derecho al Juez ordinario pre­
determinado por la Ley, junto a la del articulo 117.3 de la
Constitución.

9. La representación de don Domingo Solis Ruiz v de don
Ricardo Cruz Tunón formula escrito de alegaciones por el que
se adhiere Integramente al escrito de demanda y entiende que
procede solicitar a la Sección PrImeni de la Saia de lo Penal de
la Audiencia Nacional. si hubo o no votos reservados en la
resolución del recurso de apelación Interpuesto por el actor y
sus representad08 contra el auto de procesamiento, y la re­
misión de tales votos si efectlvamenta los bubiese.

10. De las actuaciones recibidas resultan los sIguientes ex-
tremos de Interés, .

a) El auto de 10 de diciembre de 1982, del Juzgado Central
de Instrucción número 3, de -Madrid, declara procesado al ac­
tor, decreta su prisión comunicada e incondicional. v acuerda
requerirle para que on~ste fianza por la cantiñ~d de 1.275 mi­
llones de pesetas para asegurar las responsabilidades que "ue­
ran procedentes. En el primer considerando se hace constar
que Jos hechos revisten los caracteres de posibles delitos mo­
netarios, uno de ellos de cuantía indeterminada pero supertar
a los dos mlllones de pesetas y los dos restantes de cuantias
respectivas de 8.400 y 1.250 millones de pesetas, prevtstos en
los artlculos 6, apartados A.3 y B y sancionados en el articu­
lo 7, apartado uno, l.', 2.' Y 4.· de la Ley 40/1979, asl como de
presuntos delitos de falsificación de documentos mercantiles,
previstos y sancionados en el articulo 303, en relación con el
302 del Código Penal; de lo actuado resultan indicios racionales
de responsabilidRd ro;¡tra [K¡mlngo Solls Ruiz Felioe Solis Pé­
rez y Ricardo Cruz Tuftón, en los respectivos conceptos de
autores de los tres delitos y autores de los de falsificación do­
cumental, por lo que procede acordar su procesamiento según
preceptúa el artlcúlo :J8.4 de la Ley de Enjuiciamiento Crtmlnal.

En el segundo considerando del mencionado auto se indica
que. Qt-end 1Dncio a las circunstancias que concurren Pen el hecho
de autos, a la pena que pudiera ser Impuesta y al contenido
de los artlculos 502, 503 Y 504 de la Ley de Enjuiciamiento Cri­
minal, proce<l!l decretar la prisión comunicada y sin fianza de
los procesados.

bl El auto de 30 de diciembre de 1983 del mismo Juzgado
de Instrucción acuerda no haber lugar a reformar el auto de
10 de diciembre de 1982, teniendo por denunciada la Inconstl­
tuclonalidad formulada por la representación del senor Solls
Pérez a efectos del correspondiente recurso de amparo, y aCuer­
da admitir a trAmite y en un solo efecto los recursos de ape­
lación. En el considerando primero del mencionado a.uto se
hace constar que, aunque ninguna de las disposiciones del
Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de enero, creador de la Audiencia
Nacional, contenga referencia al tratamiento de los deUto. ro­
nexos. tal omisión no InvalIdaría las normas ¡¡enerales que 80­
bre competencia se contienen en el titulo n, del libro primero,
de la Ley de Enjuiciamiento CrIminal. especialmente cuando
los órganos jurisdiccionales de 1& Audiencia Nacional forman
parte integrente de la jurisdicción ordlnarta, mencionada de
modo expreso en el articulo 16 de la citada Ley y dado Clue
la conexidad entre la posible falta documental y 'los presuntos
delitos monetarios enjuiciados aparece clara con arreglo al ar­
ticulo 17 de la Ley. procesal y que no exlstla constancia de
procedimiento anterior al respecto, articulo 18 sieudo éstas las
razones de su inclusión en aquella resolución.'

el El auto de 16 de febrero de 1982, de la Sala de lo Penal
de la Audiencla Nacional., declara no h"ber lugar al recurso
de apelación contra los autos de procesamiento y prisión pro'
visional tildado por el Magistrado-Juez Central de Instrucción
número 3,' el que en lo sucesivo y según el resultado que la
ulterior investigación sumarial ofrezca procederá con propia
jurisdicción y libre criterio a seguir manteniendo la privación
de libertad en que se encuentran los recurrentes, o cambiarla
en prisión atenuada o llbertad provisional. conftlrme a los ra­
zonamientos que expone en el consIderando cuarto, en el cual
Se indican las razones. que aconsejan mantener la situación de
prisión provisIonal, «sin perjuicio, claro es, de que sI el re­
sultado de la posterior sustanciación del sumarlo desvirtuara
en todo o en parta los indicios que contra ellos ahora existen,
o acreditara una menor Intervención panlclpatlva de uno O
algunos de ellos, o cualquIer otra circunstancia de edad, pade­
cimiento o de otra naturaleza lale@'adoe e Improbados en este
recurso), que aconsejara el cambio de dicha situación privativa
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de libertad, el Instructar obrando con libertad de criterio y
Jurlsdlccl6n propia pudiera acordar o bien ,la atenuacl6n de la
prlsi6n, con. base en la Ley de 10 de septiembre de 1931 o bien
su soltura provisional., por otra parte, en DI1!lnto al problema
suscitado respecto de la InconstltuclonaUdad alegada de la Ley
40/1979 Y consiguiente promocl6n Judicial de dicha cuestl6n ante
el TrIbunal Constitucional, la Sala acuerda que no ha lugar a
la misma, que en su caso 1610 podrla suscitarse en el tiempo,
modo y forma, que establece el articulo 35 de la Ley Orgánica
2/1979, de 3 de octubre.

11. En la pieza separada de suspensl6n, una vez tramitada,
la Sala dlct6 auto de 4 de mayo de 1983, no accediendo a la
suspensión solicitada. En el escrito de alegaciones la parte
actora puso de manifiesto que COn fecha 19 de abril de 1983
el Juzgado Central de Instrucci6n número 3 dictó auto -no
aportado- por el que se decretaba la llbertad provisional del
actor previa prestacl6n de fianza meWlca o aval bancario por
cuantla de doce millones de pesetas, y que una Vez preslada
la mencionada fianza el recurrente en amparo fue excarcelado,
encontrándose actualmente en llbertad provisional, hecho que
puso también de manifiesto el Ministerio Fiscal.

12. Por providencia de 29 de febrero de 1984 se selial6 para
deliberaci6n y fallo el dla 7 de marzo. En tal día se deliber6
y vot6.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La cuestl6n que plantea .1 presente reCurso es la de de­
terminar Bl el auto de 10 de diciembre de 1.982. obJeto de im­
pugnacl6n, vulnera los derechos fundamenal... reoonocidos en
el artículo 17.1 y !5 de la Constltuci6n, al apllC8l' loe artícu­
los 6 Y 7 de la Ley, 40/1979, sobre régimen Jurldico de oontro!
de cambios, la wal establece en au articulo 7.° penas priva­
tivas de llbertad para las conductas tipificadas oomo delito en
su artículo 6.° La vulneracl6n de al.. derechos derivarla de
que al.. preceptos no se contienen en una Ley orgánica como,
a Juicio del actor, exige una Interpretacl6n sistemática de los
artIculos 17.1 Y 25 enoonexl6n oon el 81 de la Constituci6n.

l. Para resolver la cuestl6n suscitada, es necesaria afectuar
unas oonsideraclones iniciales acerca de diversos aspectos que
presenta el recurso formulado, que son las s\auientes,

al En primer lugar, el auto Impugnado acuerda el proo8sa­
miento y prisi6n -comunicada e Inoondiclonal- del actor. se
trata, pues, de dos decisiones incluidas en el mismo auto, que
habrán de ser objeto de oonslderaci6n separada.

bl En .egundo término, tal resolUcl6n -"1 las que vienen
a oonflrmarla- se producen en una fase antarior a la de dictar
sentencia, e. decir. en un momento en el cual 'no era proce­
denta plantear la cue.tl6n de Inoonetituclonalidad, de acuerdo
con el articulo 35 de la Ley Orgánica del TrIbunal Constitucio­
nal (LOTCI, oomo acertadamente se indica en el auto resolu-
torio del recurso de apelacl6n. '

cl La competencia de la Sala se circunscribe en el momento
actual a determinar si procede otorgar el amparo, en cuyo caso
la sentencia contendrá alguno o algunos de los pronunciamien­
tos a que se refiere el articulo 55.1 de la LOTC. relatiVo. a la
nulidad de la resoluci6n que haya impedido el pleno eterclclo
de los derechos o libertades protegidos, as! oomo al reconoci­
miento y restablecimiento del derecho, pudiendo la Sala fun­
damentar la estimaci6n del recurso -nlculo 15.2, LOT~ en
que la Ley aplicada le.lona derechos fundamentales o llberlade.
públicas. en cuyo 0fI60 deberá elevar la cue.ti6n al P.eno que
podrá declarar la Inoonstituclonalidad de dicha Ley, tramltán­
doee el procedimiento por el previsto para las cuestiones de
Inconstitucionalidad.

d) De acuerdo con lo expuesto, la Sala puede decidir la
inaplicación de una Ley en un caso concreto, en cuanto ello
88a determinante de la estlmacl6n del amparo, con efectos li­
mitados a tal caso, &In hacer pronunclamlento alguno acerca
de su Inoonstituclonalidad. En la medlde, pue., en que la d&­
olai6n del ~;eso de amparo dependa de la aplicacl6n de la
norma la podrá acordar lo procedente en relacl6n a la

,misma, lo cual impllcltamente aupone un Juicio acerca de su
- aon.Utuclonalldad. Por ello, en especial, cuando 18 trata de

resoluciones que pueden modificarse en el curso del proceso
como aqui acontece, la Sala ha de determinar en qu6 medida
la aplicacl6n de la Ley cuya Inconstltucionalldad se alega es
determinante del contenldo de la parte dispositiva en la reso­
luci6n Impugnada, o si la misma hubiera podido permanecer
con laual contenido aun cuando no .e hubieran aplicado los
preceptos o la parle de ellos a lo. que afectarla la incon.tltu­
cionalidad pretendida, con objeto de no incidir, indirectamente,
en 1.. decisi6n que, con plenitud,de Jurlsdiccl6n, corresponderá
adoptar al Pleno si se plantea la cuestión d.¿ inconstituciona­
lIdad.

el La conclusl6n anterior re.ulta procedente, en e.pecial,
- en un caso como el aquí planteado, en el l(Ue el problema IUS­

citado acerca de la Inconstttucionalldad de los arllculo. 6.° y 7.­
de la Ley 40/1979 .e tenere al carácter no orgánico de la Ley
J no re.pecto al contenido de tales preceptos, el primero de los
ouales -articulo 6.°_ tipifica los delitos monetarios y "1 se­
gundo. establece las penas aplicables, las ooale. son en unos
oa.os privativas de nbertad y multa Iarl!culo 7.°, 1. 1.°, 2.°
Y 3.°1, Y en otro de multa (arllculo 7.°, 1, 4,~I, pues la posible
lnconstltucionalldad formal plantea problemas de tipo ganeral
en ....laci6n a todo. los derechos fundamentale., cual ... el al­
cance de su ....gulacl6n por Ley orgánica, y el relativo a 11 le

comprende en el imblto de lOS derechos fundamentale. la ga­
ranUa de .u regulaci6n por un determinado tipo de Ley.

f) Las precisiones efectuadas, nos permiten ya pasar al e.­
tudlo de la resoIuci6n de 10 de diciembre de 1982, aqul Impug­
nade, Cl>yo examen debe hacerse de forma separada en rela­
cl6n a cada una de las dos decisiones contenidas en 1.. misma,
De una parte, el procesamiento de, actor y, de otra. ia prisión
provisional (comunicada V sin fianza).

3. El auto de 10 de diciembre de 1982 acuerda el procesa­
miento del recurrente sobre una doble base: la existencia de
Indiciol raciOnales de criminalidad por la po.lble coml.16n,
tanto de delitos monetarios oomo de delitos de falslficacl6n de
documentos mercantiles (antecedente lO, alJ. Resulta asl evi­
dente, que tal procesamiento reeultarla fundado aun cuando
se basara sólo en este (dtlmo delito, de acuerdo con el articu­
lo 384 de la Ley de EnJuiciamiento Criminal, a lo que 'd.eb.
aliadlrse que, aun en la hlp6tesls más favorable para el actor,
la Inapllcacl6n de la Ley 40/1979 que la Sala podria e.timar pro­
cedente, en au caso, 18 clrcun.crlbirla en la .ede del ....cur.O
de amparo, a 1.. parle del artIculo 7,- de la Ley 40/1979, que
impone penas privativas de libertad (no a la Imposicl6n de
multa), ya que la necesidad de Ley orgánica. en la hip6tesis
de que fuera procedente, no derivarla del articulo 17.1 de la
Constitucl6n para las pena. de multa no privativas de libertad.
por lo que el procesamiento podrla haberse acordado en todo
caso en aplicación de la Ley 40/1979, Y en relaci6n al articulo 25.
el Tribunal ha resuelto en su reciente sentencia del Pleno de
23 de febrero de 1884, recalda en la cue.ti6n de Inconstituciona­
Udad numero 333/1983, quede! mismo no deriva la necesidad de
Ley orgánica en materia de legalidad penal.

Por otra parte, la responsabllldad personal pecuniaria que
regulaba el artículo 91 del Código Penal entonces vigente (al
que ha dado nueva redaccl6n en au párrafo primero, la Ley
orgAnlca 9/1983, que la mantienel ... una medida que no .e
encuentra p....vl.ta en la Ley 40/1979, por lo que no puede sos­
tener.e que las penas pecuniarias que Impone su articulo 7.'
lo sean con el carécter -eubsldlarlo- de privativas de libertad;
POI: lo demás é.ta no es la cuestl6n aqui planteada, por lo que
no puede .er examinada en el presente recurso de amparo que
ha de clrcun.crlblrse a determinar .1 la resolucl6n impugnada
vulnera algún derecho fundamental, y no puede extenderse a
efectuar declaraciones preventivas en relacl6n a futuras reso­
luclone. que pudieran dictarse, en orden a la aplicacl6n, en
.u CIIIIO, del articulo 91 del C6d1go Penal.

En oonsecuencia, resulta que el auto de procesamiento. en
cuanto tal, no vulnera los derecho. fundamentales contenidos
en los artículos 17 y 25 de la Constitución. Y. oomo consecuencia
de ello, tampoco vulnera el derecho al Juez ordinario prede­
terminado por la Ley reconocido en el artículo 24.2 de la Ley
Suprema ~ que alude Incidentalmente el actor-, porque al
.er competenta la Audiencia Nacional para dictar auto de pro­
cesamiento por razón de lo. delitos monelarlos decae el argumen­
to del recurrente, que deduce de la pretendida Improcedencia
de tal procesamiento la falta de competencia para procesarle
por el presunto delito de falsificación de documentos mercan­
tiles en cuanto delito conexo,

4. La segunda decisl6n que se adopta por el auto de 10 de
diciembre cíe 1982 es la relatwa a la prl.16n comunicada y sin
fianza. por 10 que pasamos a" examinar si vulnera los derechos
fundamentales alegados por el actor.

al En primer lugar, haciendo abstraccl6n de la aplicacl6n
de la Ley 40/1979 en cuanto impone pen.... privativas de I1bertad.
es lo cierto que el procesamiento Se produce también por razón
de la existencia de indicios ractonales de la comisl6n por el
actor en concepto de autor de delitos de falslficacl6n de docu­
mentos mercantlle. p....vlsto. y sancionados en el articulo 303,
en conexi6n con el 302 del C6dlgo Penal, el cual establece pena
superior a la de arresto mayor, Por lo cual, de acuerdo con
lo. artlculos 502, 503 y 504 de la Ley de EnJuiciamiento Crimi­
nal -los do. último. en la redaocl6n dl\da a los mismos por
la Ley de 22 de abril de 1980 entonoes vigente-, procedla de­
cretar prisión provisional dado Que e_ artículo 503 menciunado
establec1a que ,El Juez ,decretará la prI.ldn provisional cuando
concurran las circunstancias .Igulentes, 1.0 Que con.te la exl.­
tencia de un hecho que presenta lo. caracteres de delito; 2.' Que
tenga pena .eMlada superior a la de arre.to mayor, y 3.' Que
aparezca en la cau.a motivo. bastante. para creer responsable
criminalmente del delito a la persona contra quien se haya de
dictar el auto de prI.16n.. Por tanto, al poseer la declsl6n tlue
ahora se examina fundamento legal adecuado -con Indepen­
dencia de la apllcaci6n de la Ley 40/1979 en cuanto Impone
pen.... privativa. 'de libertad-, es claro que.la alegaci6n de que
tal Ley ha .Ido aplicada en el aspecto indicado carece de rele­
vancia de.de la perspecttva de los derechos'fundamentales.

bl Por otra parle, el arllcuJo 504 de la Ley.de Enjuiciamien­
to Criminal ~n la I"lldaccl1n dado al mismo por la Ley de 22
de abril de 1980- establecfa que _no obstante lo dispuesto en
el articulo anterior, aunque el delito tenga seIIalada pena su­
perior a arresto mayor, cuando el Inculpado no tenga antece­
dentes penalee a ea puede creer fundadamente qu, no tratará
d" .u.traerse a la accI6n de la Justicia y cuando, ademé., el
delito no haya producido alarma ni .... de los que es cometen
con frecuencia, podrá el Juez o TrIbunal acordar oon o sin
fianza la Jiberiacl del inculpado con expresl6n de las razones
qúe lo lustiflquen-.

El precepto tran.crlto acredita que, como una excepci6n de
la regla lI"'neral que es la prlsl6n prOvisional, cuando concurren
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las circunstancias del artículo 50f de la Ley de 'Enjuiciamlento
Criminal, el Juez o Tribunal puede acordar, oon o sin fianza,
la libertad del Inculpado, en atención a una serie de circuns­
tancias. Corresponde valorar al Juez si la regla pneral ha de
ser excepcionada en cada caso ooncreto, Tal valoración ha sido
llevada a cabo según el actor por auto del Juzgado Central de
Instrucción número 3, de 19 de abril de 1983, de forma tal que
se ha acordado su libertad con flaMa, lo que ha dado lugar a
que -una vez constltuld_ se haya producido la excarcelación.
Tal auto no ha Sido recurrido por el actor -que tampooo lo
ha aportado-, y ha venido a sustltUlr en este punto al de 10 de
dfciembre de 1982, el contenido del mismo, sin embargo, es irre­
levante para el fallo, dado que al ser éste de signo desestl­
matorio -según se deduce de las consideraciones anteriores-,
resulta Innecesario valorar en qué medida incidiria --<ln los
posibles pronunciamientos que prevé el articulo 56.1 de la IO-rc
pará las sentencias que estimen los recurSOl\ de amparo,

S, En virtud de las consideraciones anteriores, llegamos a
la conclusión de que el auto de 10 de diciembre de 1982 -y los
posteriores que vienen a confirmarlo- no vulneran los dere­
chos fundamenta.Ies alegados por el actor.

Por último, la Sala no estima pertinente pedir la certiflca-

ción de votos reservados, y el envio de los que pudieran ha­
berse producido (antecedente noveno), dado que los mismos.
caso de existir. no se producen respecto de la resolución im·
puguada. que es I1nlcamente el auto. de .10 de diciembre de
1982, adoptada por un órgano unipersonal.

FALLO

. En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo.

Publiquese esta sentencia en el .Boletln Oficial del Estado_.

Madrid, 8 de marzo de 1984.-Manuel Garela Pelayo Alonso.­
Angel tatorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Gloria
Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero
del Corra1.-Firmados y rubricados.

SENTENCIA

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

1. ANTECEDENTES

Y ll~lcl del Estatuto de Autonomía del Pais Vasco se desprende
que las competencias del Estado en la materia no se reducell
a la fijación de bases. Bino que el Estado tiene una competen­
cia exclusiva en materia de pesca maritima sin perjuicio, como
dice el' citado precepto eonstltucional, de la competenci.a que
en la ordenación del sector se atribuye a las Comumdad...
Autónomas. de modo que la elección de las opciones más
importantes en la ordenación del sector pesquero, así como el
régimen general' de éste, pertenecen al Estado y que las compe­
tencias de las Comunidades Autónomas son las que les atri­
buyan Jos Estatutos y las normas estatales.

En el caso concreto del Pals Vasoo, el Real Decreto 2413/
1982, de 27 de agosto, por el que se le traspasan servicios de
ordenación del sector pesqnero. se transfiere la competencia
para la .dlstribución de licencias de pesc... y .autorizaclón de
los permisos de construcción de buques de pesca-, ·conforme
a los criterios que sobre la ordenación del sector pesquero se
hallan establecidos en la .legislación básica del Estado-, decla­
rándose que ciertos aspectos de la competencia estatal impo­
nen que un mero expediente administrativo de autorización deba
ser necesariamente elavado a la Administración del Estado para
informe preceptivo de ésta.

c) De la normativa vlpnte en la materia infiere el Abo·
gado del Estado que los criterios pnerales a que debe suje­
tarse el ejercicio de la competencia del Pals Vasco abarcan.
entre otros extremos, la fijación del número de embarcaciones,
su tonelaje total y unitario e Incluso la determlnacl~n del tipo
más adecuado. Del mismo modo existe una dISCIplIna estatal
de apoyo a la demanda de buques y una normativa de recon­
versión. Pero sobre todo Invoca el ya citado Real Decreto 22101
1981 que regula con validez general la reconversión de arras­
treros en congela.dores. fijando el número máximo para toda
Espalla. Incluido el País Vasco.

Concluye el Abogado del Estado afirmando que está fuera
de toda duda la competencia del Eetado para la adopción de
medidas generales de reconversión de la flota. pesquera nacio­
nal y que dicha competencia ha sido Invadida por la Orden
de 7 de junio de lé82, del Consejero de Comercio, Pesca y Tu­
rismo del Gobierno Vasco.

Segundo.-Dentró del plazo concedido por la providencia que
dictó el 8 de octubre de 1982 la sección 3.', el Gobierno Vasco
formula escrito de alegaciones en el que suplica se desestime
la petición adversa y se declare que la Orden recurrida res­
peta el orden de' oompetencla establecido en la Constitución. aro
gumentando BU petición del siguiente modo:

al La Orden recurrida no entra de ningún modo en orde·
nación del sector pesquero, sino que ejercita una competencia
de fomento, limitándose a financiar los proyectos de inversión
que los armadores presenten, sin fijar directrices o puntos
sectoriales de actuación y sin contenido coercitivo o de 1m·
perio como seria propio de una norma de reestructuración del
sector. En apoyo de esta tesis aflrma el Abogado del Gobierno
Vasco que no es otro el contenido normativo de la Orden, que
no puede desvirtuarse con una argumentación a partir de la
exposición de motivos que la precede.

bl' La financiación que se regula en la Orden con carácter
alternativo y complementarlo de la del Estado, prosigu.e el Abo­
gado del País Vasco, es un momento jurldica ir temporalmente
posterior a la autorización, por lo que la Orden recurrida no
prejuzga en absoluto la competencia para esta última. Por
otra parte, prosigue, no es cierto que la normativa aplicable
en la materia sea el Real Decreto 2210/1981, porque en su aro
tlculo 8.' se prevé una vlpncla del mismo limitada a seis me·
ses. que se cumplieron el 31 d& marzo de 1982. En apoyo de
su tesis, de que lA actividad subvencl,onal no prejuzga la com·
petencla en lo que tenga conexión con aquélla. Invoca la sen·
tencia constitucional 39/1:l82, de 30 de lunio.

Pleno. Cohflictos positivos de competencia núme.
ros 372/1982 Y 448 / 1982 (acumulado.). Sentencia nú­
mero 33/1984, de 9 de marzo.
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En los conflictos positivos de competencia acumulados nú­
meros 372 y 448/1982, planteados por' el Abogado del Estado,
en representación del Gobierno de la Nación, el primero contra
la Orden del Consejero de Comercio, Pesca y TurIsmo, de fecha
7 de junio de 1982, .por la que se regulan determinadas ayudas
para la transformaciÓn de buques de pesca de altura y gran
altur... (.Boletín Oficial del Pals Vasco- número f3, de 29 de
junio de 1982), Y el segundo contra la Orden de 15 de juiio
de 1982, del mismo Consejero, .por la que se regulan determi­
nadas ayudas para la reforma y modernización de la fiota de
bajura- (.Boletín Oficial del Pals Vasco- número 92, de 20 de
jullo de 1982), En ambos confllctós han comparecido el Gobier­
no Vasco, representado en el número 372/1982 por el Abogado
don Santiago Aranzadi Martínez·Inchaustl y en el número 448/
1982 por el Abogado don José Joaquín Portuondo Herrerías, y
ha sido ponente el Magistrado don Francisco Rublo Llorente,
qiuen expresa el parecer del Tribunal.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente, don Jerónimo Aro­
zamena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Díez
de Velasco Vallejo, don Francisco Rubio L1orente, dalla Gloria
Begué Cantón, don Luis Díez Picaza, don Francisco Tomás y
Vallente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escu­
dero del Corral. don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera
Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

Primero.-Mediante escrita de 1 de octubre de 1982 el Go·
bierno de la Nación, representado por el Abogado del Estado
plantea conflicto constitucional positivo de competencia contra
la Orden del Consejero de ComercIo, Pesca y Turismo del País
Vasco, de 7 de junio de 1982, por la que se regulan determina­
das ayudas para la transformación de buques de pesca de al­
tura y gran altura, en solicitud de que por este Tribunal se
dIcte sentencia en la que se declare que la titularidad de la
competencia ejercitada al dictarse la precltada Orden pertenece
al Estado y se proceda por ello a la anulación de la Orden
de 7 de lunio de 1982, solicitándose asimismo, con carácter sub­
sidiario, que. sI se estima que la competencia pertenece al País
Vasco, se declare que la regulación contenida en la Orden debe
entenderse positivamente 'sujeta a las normas y criterios pne·
rales de Ordenación del Sector Pesq uero establecidas por el
Estado en uso de su competencia, en especial el Real Decre­
to 2210/1981, de 20 de agosto. .

En apoyo de su pretensión aduce el Abogado del Estado los
siguientes argumentos:

al De la lectura de la exposición de motivos y del articulado
de la Orden de 7 de junio de 1982 se desprende claramente que
en ella. bajo la apariencia de una disposición de fomento, se
procede a reestructurar la fiota vasca de altura, fomentarl'do
la transformación de las arrastreros en congeladores. con ol­
vido absoluto de las dlrectrlcee generales nacionales de ordena­
CIÓn pesquera, tal como se contienen en el Real Decreto 22101
1981, de 20 de agosto, y en la Orden de 17 de diciembre del mis­
mo allo, que lo <Iesarrolla.

bl De la lectura de los artlculos 149.119 de la ~Constitución


